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FICHA DE SEGUIMIENTO DEL INFORME Nº 25/09
CASO 12.310
SEBASTIÃO CAMARGO FILHO
(Brasil)

I. Resumen del caso 

	Víctima (s): Sebastião Camargo Filho
Peticionario (s): Justiça Global y Terra de Direitos 
Estado: Brasil
Informe de Fondo Nº: 25/09, publicado el 19 de marzo de 2009
Informe de Admissibilidad: Analizado junto com o Informe de Fondo Nº 25/09
Temas: Derecho a la Vida / Derecho a la Integridad Personal / Garantías Judiciales / Protección Judicial / Investigación y Debida Diligencia
Hechos: El 7 de febrero de 1998, aproximadamente a las 5 de la mañana, aproximadamente 60 vehículos entre automóviles, camiones y camionetas, se dirigieron a las haciendas Santo Ângelo y Boa Sorte, municipio de Marilena, Estado de Paraná, donde se encontraban asentadas varias familias del Movimiento de Trabajadores Rurales Sin Tierra. En la hacienda Santo Ângelo, los encapuchados dispararon repetidamente sus armas al aire. Agredieron a varias personas, incluyendo niños, con patadas, empujones y culatazos de escopetas, mientras les obligaban a abandonar la hacienda. Los encapuchados obligaron a las familias a salir de las construcciones rústicas que habían levantado, antes de destruirlas junto con lo que encontraron en ellas. Una vez que todas las familias asentadas en la hacienda fueron desalojadas, los encapuchados los obligaron a abordar camiones para llevarlos fuera de la hacienda y luego se dirigieron a la hacienda Boa Sorte a donde llegaron aproximadamente a las 7:00 de la mañana. En la hacienda Boa Sorte, los encapuchados realizaron un operativo similar, en el curso del cual golpearon y destrozaron las pertenencias de más de 70 familias. Los pistoleros sacaron por la fuerza a las familias de sus ranchos y los llevaron a la puerta de la hacienda, donde los obligaron a acostarse boca abajo con la cabeza agachada. Sebastião Camargo Filho, de 65 años de edad, sufría de un problema de columna que le obligaba a caminar encorvado. Dicha lesión le impedía adoptar la posición que le fue ordenada, por lo cual intentó sostener su cabeza con sus manos para evitar el dolor. Uno de los encapuchados ordenó al señor Camargo que bajara su cabeza, pero éste no pudo obedecerle. Como reacción a la imposibilidad de Sebastião, el encapuchado apuntó su arma a la cabeza y disparó contra Sebastião Camargo, que fue llevado hasta el Hospital Santa Teresinha de Nova Londrina, al cual llegó sin vida. 

Derechos violados: La Comisión concluyó que el Estado brasileño es responsable de la violación del derecho a la vida, a las garantías judiciales y a la protección judicial, consagrados, respectivamente, en los artículos 4, 8 y 25 de la Convención Americana, todos ellos en conexión con la obligación que le impone al Estado el artículo 1(1) de dicho tratado, respecto a respetar y garantizar los derechos consagrados en la Convención Americana, en perjuicio de Sebastião Camargo Filho. 


II. Recomendaciones 

	Recomendaciones
	Estado de cumplimiento en el 2019

	1. Realizar una investigación completa, imparcial y efectiva de los hechos, con el objeto de establecer y sancionar la responsabilidad material e intelectual por el asesinato de Sebastião Camargo Filho.
	Cumplimiento parcial

	2. Reparar plenamente a los familiares de Sebastião Camargo Filho, que incluya tanto el aspecto moral como el material, por las violaciones de derechos humanos determinadas en el presente informe.
	Cumplimiento parcial

	3. Adoptar con carácter prioritario una política integral de erradicación de la violencia rural, que contemple medidas de prevención y protección de comunidades en riesgo y el fortalecimiento de las medidas de protección destinadas a líderes de movimientos que trabajan por la distribución equitativa de la propiedad rural.
	Pendiente de cumplimiento

	4. Adoptar las medidas efectivas destinadas a desmantelar los grupos armados ilegales que actúan en los conflictos relacionados con la distribución de la tierra.
	Pendiente de cumplimiento 

	5. Adoptar una política pública de lucha contra la impunidad de violaciones de derechos humanos de las personas involucradas en conflictos agrarios y que luchan por una distribución equitativa de la tierra.
	Pendiente de cumplimiento


III. Actividad Procesal
1. El 8 de mayo de 2018, las partes sostuvieron una reunión de trabajo durante el 168º Período Ordinario de Sesiones de la CIDH, con el objetivo de impulsar el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo nº 25/09.
2. El 14 de agosto de 2019 Justiça Global solicitó a la CIDH la inclusión de Terra de Direitos como co-peticionario en el presente caso, lo que fue aceptado por la CIDH. 
3. El 10 de julio de 2019, la CIDH solicitó al Estado de Brasil información actualizada sobre el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo nº 25/09. El Estado solicitó prórrogas el 9 de agosto y el 2 de octubre las cuales fueron otorgadas por la CIDH el 15 de agosto y el 21 de octubre respectivamente. A la fecha de cierre de este informe, la Comisión no había recibido dicha información del Estado.
4. El 10 de julio de 2019, la CIDH solicitó información actualizada a los representantes de las víctimas sobre el cumplimiento de las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo nº 25/09. Dicha información fue presentada a la Comisión el 30 de septiembre de 2019. 
IV. Análisis relativo a la información proporcionada

5. En 2019 el Estado no proporcionó información en respuesta a la solicitud de la Comisión de información actualizada sobre el cumplimiento. Previamente, el Estado presentó información en 2018.   

6. La Comisión considera que la información proporcionada por los peticionarios en 2019 es relevante dado que es actualizada sobre medidas adoptadas relativas al cumplimiento de al menos una de las recomendaciones emitidas en el Informe Nº. 25/09.  

V. Análisis del cumplimiento de las recomendaciones
7. En relación con la primera recomendación, en 2018, el Estado brasileño manifestó que, en atención a la preocupación de los peticionarios sobre la demora en los procesos penales pendientes, envió Nota al Consejo Nacional de Justicia para reiterar la prioridad que debía darse al caso en el marco del Programa Justicia Plena. Adicionalmente, el Estado señaló que el proceso en contra de Marcos Menezes Proche, condenado el 22 de noviembre de 2013, estaría pendiente de resolverse al encontrarse en apelación. Respecto Augusto Barbosa, Tarcisio Barbosa, Osnir Sanches y Teissin Tina, cada uno fue condenado penalmente. El Estado considera que ha demostrado tomar acciones para dar cumplimiento de manera efectiva al cumplimiento de la primera recomendación. Incluso, en 2018, se dictó sentencia en el caso de los acusados Augusto Barbosa y de Tarcísio Barbosa.
8. En 2018, los representantes de las víctimas indicaron que el Estado brasileño no ha dado cumplimiento a esta recomendación, debido a que la investigación realizada se dio en función de las diligencias iniciadas desde la época de emisión del Informe de Fondo en 2009, en este sentido, las autoridades jamás abrieron una nueva investigación sobre los hechos y, como consecuencia, otras personas que participaron en los hechos no serán responsabilizadas teniendo en cuenta que ha operado la prescripción penal por el asesinato del Sr. Camargo Filho.
9.  Sobre la situación particular de las personas imputadas por los hechos del caso, los representantes de las víctimas señalaron que Teissin Tina, antiguo propietario de la Hacienda Boa Sorte, lugar en el que el Sr. Sebastião Camargo Filho fue asesinado, fue condenado en 2012. Sin embargo, por contar con más de setenta años en la fecha de la condena, no se podrá exigir la ejecución de la pena impuesta. Osnir Sanches, propietario de la empresa de seguridad privada DEPROPAR, que servía para acciones ilegales de milicias rurales, fue condenado en 2012 pero no habría noticias sobre el inicio de cumplimiento de la pena. Augusto Barbosa da Costa, pistolero contratado por la empresa DEPROPAR, fue condenado en 2014; posteriormente, aunque la apelación interpuesta fue desestimada en 2018, no existen noticias sobre el inicio del cumplimiento de la pena. Tarcísio Barbosa da Costa fue acusado formalmente en julio de 2013 por la Fiscalía del Estado de Paraná por haber participado en la muerte de Sebastião Camargo Filho, después de la instrucción de primer grado, el acusado fue condenado. El 25 de junio de 2018, la defensa habría presentado un recurso de apelación que, a la fecha de cierre de este informe, no se había decidido. Por último, en relación con el señor Marcos Menezes, los peticionarios indicaron que estarían trabajando en una Apelación Especial para que el Tribunal Superior de Justicia pueda anular la decisión dictada por la Sala Primera del Tribunal de Justicia del Estado de Paraná, restableciendo la condena al imputado.
10. En 2019, los representantes de la víctima reiteraron que el Estado no reabrió las investigaciones del caso y, dado el hecho de la prescripción, ya no es posible hacerlo en el contexto penal. Además, la lentitud en el proceso llevó a la prescripción del reclamo punitivo contra uno de los autores, Teissin Tina. Asimismo, solicitaron que el Estado brinde información sobre el cumplimiento de la sentencia por parte de los ya condenados Osnir Sanches y Augusto Barbosa da Costa.

11. La CIDH toma nota de la información proporcionada por las partes y, en particular, toma nota de las acciones tomadas por el Estado brasileño para impulsar la celeridad de los procesos pendientes durante el 2018. Aunque en el presente caso, algunas de las acciones penales para sancionar a los responsables de los hechos han concluido, la Comisión advierte que continuarían pendientes de resolverse los procesos penales en contra de los posibles perpetradores materiales del asesinato de Sebastião Camargo Filho. Por consiguiente, la Comisión concluye que estado de cumplimiento de esta recomendación es parcial. 
12. En relación con la segunda recomendación, el Estado informó sobre la aprobación de la Ley Estadual Nº 18.991/2016 que concede compensación pecuniaria a los familiares de Sebastião Camargo Filho por R$ 335.248,70 reales, lo anterior en los términos de lo ordenado por la Comisión en su Informe de Fondo 25/09. Por consiguiente, el Estado considera que esta recomendación se encuentra cumplida totalmente. 
13. Los representantes de las víctimas comunicaron que en el 2016, es decir, dieciocho años después del asesinato del Sr. Sebastião Camargo Filho, el Estado de Paraná pagó a los familiares de la víctima la suma de trescientos treinta y seis mil cincuenta y ocho reales ochenta centavos (R$ 336,058.80) como indemnización por daños morales y materiales. Los representantes de las víctimas destacaron que la extrema lentitud del Estado para cumplir con esta recomendación ocasionó que la viuda del Sr. Sebastião Camargo Filho, Sra. Alzerinda Ventura, falleciera en 2014 sin recibir directamente la indemnización a la que tenía derecho. Asimismo, la demora injustificada del Estado provocó que la señora Alzerinda tuviera que criar a los niños sin el apoyo material que la indemnización debía darle en el momento oportuno. Los representantes manifestaron que Doña Alzerinda Ventura y el Sr. Sebastião Camargo Filho eran personas en condición de pobreza con poco acceso a las políticas públicas de salud, educación y trabajo. Para compensar las demoras excesivas del Estado brasileño, expresaron que se requiere complementar la indemnización pagada a fin de contribuir significativamente a mejorar las condiciones de vida de la familia del Sr. Sebastião Camargo Filho. Por lo anterior, dada la demora de dieciocho años desde el hecho, y la demora de nueve años, después de la recomendación de esta Comisión, consideran que el Estado cumplió parcialmente con la recomendación. 

14. La CIDH observa que, en el marco de la reunión de trabajo sostenida durante 2018 para implementar las recomendaciones emitidas en el Informe de Fondo Nº 25/09, las partes se comprometieron a entablar conversaciones para alcanzar un acuerdo que satisfaga las demandas de los familiares del Sr. Sebastião Camargo Filho. 
15. En la información presentada a la CIDH en 2019, los representantes de la víctima solicitaron que, para compensar que la indemnización se haya pagado más de dieciocho años después del asesinato, el Estado brasileño complemente la indemnización pagada en un cincuenta por ciento, es decir, que pague a los familiares de la víctima la cantidad de R$ 168.029,40, divididos en partes iguales entre los hijos de Sebastião Camargo Filho, sin presentar mayor información sobre si hubo un diálogo sostenido con el Estado al respecto. 
16. La Comisión valora la información presentada en cuanto a la compensación que fue ordenada mediante la Ley Estadual Nº 18.991/2016 y saluda el pago que hizo el Estado en relación con la compensación a los familiares de Sebastião Camargo Filho. Asimismo, de acuerdo con el compromiso acordado en la Reunión de Trabajo sostenida en el 168º Periodo de Sesiones de la CIDH, la Comisión solicita información a ambas partes sobre si se ha realizado algún diálogo entre los familiares de Sebastião Camargo Filho, sus representantes y el Estado con miras al cabal cumplimiento de esta recomendación. En consecuencia, tomando en cuenta la información proporcionada por las partes, la CIDH concluye que la recomendación segunda del informe se encuentra cumplida de manera parcial.
17. En relación con las recomendaciones 3 y 5, como resultado de la Reunión de Trabajo sostenida en mayo de 2018, el Estado brasileño manifestó que está pendiente establecer un grupo de trabajo para avanzar en el cumplimiento de ambas recomendaciones, para lo cual los representantes de las víctimas se comprometieron a presentar una propuesta con temas y una agenda de trabajo. El Estado estaría pendiente de recibir y analizar la propuesta de los peticionarios.
18. En 2019, los representantes de las víctimas reiteraron y ampliaron la información presentada en 2018, referida a la falta de cumplimiento del Estado brasileño en relación con las recomendaciones 3 y 5 del Informe de Fondo No. 25/09. 
19. En relación con la recomendación 3, expresaron que el Estado no ha cumplido con el compromiso asumido en la reunión de trabajo realizada en 2018, de instalar una mesa de trabajo. También refirieron a la Operación Castra y a la criminalización de dieciocho militantes del Movimiento de Trabajadores Rurales Sin Tierra (MST). La Operación Castra también sirvió de pretexto para la invasión de la sede de la Escuela Nacional Florestan Fernandes (ENFF), disparando armas de fuego con armamento letal. Por otro lado, los representantes indicaron que la protección a defensoras y defensores de derechos humanos se encuentra más debilitada que nunca, entre otras razones, señalaron que el Programa de Protección a Defensores y Defensores de Derechos Humanos (PPDDH) creado en 2005, nunca llegó a ser implantado en Paraná. Siendo así, los defensores insertados en el Programa, oriundos de ese Estado, son monitoreados por el equipo federal. En la perspectiva de la sociedad civil, las siguientes medidas deberían implementarse para que el PPDDH sea realmente efectivo: a) aprobación del Proyecto de Ley Nº 4.575/2009; modificación del Decreto Nº 8.724/2016; b) ampliación de la red de programas estatales; c) ampliación y adecuación del presupuesto; d) ampliación y adecuación de los equipos técnicos; e) cualificación de la atención a defensores; f) cualificación del monitoreo de los casos; g) capacitación de agentes de seguridad pública para protección a defensores; h) revisión dialogada del manual de procedimientos; i) interlocución con organismos públicos para enfrentar las causas de las amenazas y violaciones contra defensores.
20. En relación con la recomendación 5, los representantes indicaron que, según los datos de la Comisión Pastoral de la Tierra publicados en abril de 2018 muestran que en el período de 1985 a 2017 se produjeron en Brasil 1,904 asesinatos en conflictos en el campo. De estos, solo 113 casos fueron juzgados, con 31 convictos condenados, 14 demandantes absueltos, 94 ejecutores condenados y 204 ejecutores absueltos. Los datos muestran que en menos del 2% de los casos, algunos constituyentes son condenados, y en solo el 5% de los casos los responsables son responsables. Por lo tanto, es posible afirmar que después de veinte años del asesinato de Sebastião Camargo Filho, y otros nueve años desde la publicación del informe de Fondo, el Estado brasileño no ha avanzado significativamente en buscar políticas públicas para combatir la impunidad de las violaciones de personas involucradas en conflictos por la tierra que luchan por una distribución equitativa de la tierra. Para superar el escenario actual de violencia e impunidad en la lucha por el acceso a la tierra, es esencial, que el Estado adopte políticas públicas para la realización de la reforma agraria, la demarcación de las tierras indígenas, la titulación de los territorios de la quilombola y la creación de unidades de uso sostenible de la conservación, entre otras medidas para asegurar la democratización del acceso a la tierra. Igualmente, el Estado debe contribuir significativamente para que las organizaciones de derechos humanos, en especial las de asesoría jurídica popular, puedan contar con financiamiento público para que puedan continuar actuando de forma independiente y sustantiva en apoyo a las comunidades. 
21. Durante los últimos años, la CIDH viene monitoreando de manera cercana la situación de la violencia en el campo en Brasil. En 2018, durante su visita in loco, la Comisión recorrió asentamientos del MST, donde se informó sobre la criminalización de sus acciones reivindicativas por el derecho a la tierra. En sus Observaciones Preliminares de la visita, la Comisión expresó su profunda preocupación por el incremento de la violencia rural y el grave problema que enfrentan decenas de miles de familias del campo que año a año son desalojadas de las tierras que habitan u ocupan. Frente a esta situación, la CIDH instó al Estado a adoptar inmediata y urgentemente todas las medidas necesarias para garantizar el derecho a la vida, a la integridad y a la seguridad de defensoras y defensores del derecho a la tierra y al medio ambiente en Brasil, dando especial énfasis política y presupuestaria a la implementación de su Programa Nacional de Protección de Defensores y Defensoras de Derechos Humanos
. 
22. Aunado a lo anterior, el 27 de julio de 2018, la CIDH condenó los asesinatos de defensores de derechos humanos vinculados al derecho al medio ambiente, a la tierra y trabajadores rurales en Brasil y señaló que los defensores de la tierra y el medio ambiente deben ejercer su labor de defensa en un ambiente propicio y libre de obstáculos para la defensa de los derechos humanos y esto no es posible en un contexto de constante peligro a sus vidas o integridad personal
. Igualmente, la Comisión en conjunto con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos, han manifestado reiteradamente su preocupación con la protección de defensores de derechos humanos en Brasil, en particular, con los líderes de los trabajadores sin tierra. En este sentido, la Comisión ha solicitado al Estado que remedie la incertidumbre judicial generada por la falta de reconocimiento territorial de las comunidades quilombolas y observó que esa incertidumbre exacerbaba los conflictos y la situación de vulnerabilidad de esas comunidades
.
23. En este contexto, y en seguimiento a los compromisos alcanzados durante la reunión de trabajo sostenida durante 2018, la CIDH estima necesario que el Estado brasileño y los representantes de las víctimas avancen en la instalación de una mesa de trabajo sobre el tema a efectos de avanzar en la concertación de acciones para implementar las recomendaciones 3 y 5 emitidas en el Informe de Fondo Nº 25/09 de conformidad con los estándares internacionales y también, a la luz de las recientes recomendaciones formuladas por la CIDH al Estado brasileño en el marco de sus diversos mecanismos de protección. Por lo anterior, la CIDH concluye que las recomendaciones 3 y 5 se encuentran pendientes de cumplimiento. 
24. En relación con el cumplimiento de la recomendación 4, el Estado brasileño recordó que, en la reunión de trabajo de mayo de 2018, los representantes de la víctima propusieron que esta recomendación se cumpliera a través del seguimiento del proceso penal resultante de la operación policial de Março Branco, identificada como un paradigma en la lucha contra las milicias armadas involucradas en conflictos relacionados con la distribución de la tierra. Para ello, sería necesario acelerar el proceso, que estaría pendiente de sentencia en el Tribunal Regional de la 4ta Región (TRF4) y, además, retirar su confidencialidad. De acuerdo con el Estado, se solicitó al Procurador Regional de la 4ta Región que busque información actualizada sobre el progreso del caso y que verifique la posibilidad de un diálogo con el juez responsable. El Estado indicó que la apelación señalada por los representantes de las víctimas durante la Reunión de Trabajo fue resuelta y rechazada el 9 de mayo de 2018. Algunos acusados presentaron apelaciones especiales y extraordinarias, pero hubo una decisión final e inapelable para los otros acusados. El 2 de agosto de 2018, junto con las contradicciones presentadas por el Ministerio Público a las apelaciones y los procedimientos se concluyeron ante la Vicepresidencia del Tribunal Regional de la 4ta Región para analizar la admisibilidad de los recursos ante el Tribunal Superior de Justicia y el Tribunal Supremo Federal.
25. Los representantes de las víctimas expresaron su preocupación por la persistencia de la participación de grupos armados ilegales que actúan bajo empresas privadas de seguridad en conflictos relacionados con la distribución de la tierra. Los representantes se refirieron a los casos documentados en el informe presentado por el Consejo Misionero Indígena (CIMI), entre ellos, se señala a la Compañía de Seguridad Gaspem en el estado de Mato Grosso do Sul como una fachada para la constitución de milicias que atacan a los pueblos indígenas. En el estado de Paraná, en 2007, una empresa de seguridad privada llamada NF Segurança atacó parte del camino campesino y asesinó a Valmir Mota de Oliveira. Actualmente, la empresa de seguridad NF continúa operando en la región de Cascavel. Más recientemente, en Paraná, guardias de seguridad privados de la compañía Araupel participaron, junto con la Policía Militar del Estado, en un ataque armado contra miembros del MST, el 7 de abril de 2016, en el que resultaron fallecidas varias personas. De manera particular, los representantes de las víctimas presentaron información relacionada con las inconsistencias de la investigación de la operación Março Branco y contra la posible responsabilidad penal del ex oficial de la policía militar Valdir Copetti Neves, asesinado el 29 de octubre de 2018. Entre otras cosas, los representantes expresaron su preocupación por que la acción penal relacionada con la operación Março Branco es una cuestión confidencial y, por esta razón, no pueden acceder a todo el contenido del proceso. En vista de lo anterior, solicitaron a la CIDH que pida al Estado aclarar: a) ¿Por qué razones la compañía de seguridad privada NF Seguridad, que actuó en la muerte de Valmir Mota de Oliveira en 2007, continúa operando en la ciudad de Cascavel?; b) Por qué razones los investigadores privados no investigaron el ataque de homicidio realizado el 7 de abril de 2016 contra un miembro del MST en la ciudad de las Cataratas del Iguazú; c) ¿Por qué motivos el enjuiciamiento No. 200570.09.001379-7 (PR) y el recurso penal No. 0001379-73.2005.4.04.7009 / PR fueron procesados por un tiempo excesivamente largo?; d) ¿Por qué motivos se determinó la ejecución de la sentencia, en el caso de Valdir Copetti Neves, solo después del anexo de la tercera declaración? e) ¿Qué medidas considera adoptar el Estado brasileño para cumplir con esta Recomendación?
26. En seguimiento a los compromisos alcanzados durante la reunión de trabajo sostenida durante 2018, y en atención a la preocupante situación del campo señalada anteriormente, la CIDH estima que esta recomendación también debería formar parte de las medidas concertadas entre el Estado brasileño y los representantes de las víctimas a través de la instalación de una mesa de trabajo. Por lo anterior, la CIDH concluye que la presente recomendación se encuentra pendiente de cumplimiento. 
VI. Nivel del cumplimiento del caso 

27. Por lo anterior, la Comisión concluye que el nivel de cumplimiento del caso es parcial. En consecuencia, la CIDH seguirá supervisando el cumplimiento de las Recomendaciones 1, 2, 3, 4 y 5. 
28. La Comisión en particular, insta al Estado a brindar información sobre el cumplimiento de la Recomendación 1 relativo a cumplimiento de sentencia por parte de los ya condenados Osnir Sanches y Augusto Barbosa da Costa, así como a avanzar en la adopción de acciones para enfrentar la situación de la violencia en el campo en Brasil de conformidad con las recomendaciones realizadas por la CIDH a través de sus distintos mecanismos. 
VII. Resultados individuales y estructurales del caso 

29. En esta sección se destacan los resultados individuales y estructurales del caso informados por las partes. 

A. Resultados individuales del caso

Medidas de compensación pecuniaria 

· En 2018, el Estado informó sobre la aprobación de la Ley Estadual Nº 18.991/2016 que concede compensación pecuniaria a los familiares de Sebastião Camargo Filho por R$ 335.248,70 reales.
B. Resultado estructural del caso

· No hay resultados estructurales informados por las partes. 
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